DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Torreón, Coahuila, para que se autorice al Ayuntamiento de ese Municipio, a desincorporar del régimen de dominio público municipal, un predio ubicado en la Colonia Lázaro Cárdenas de esta ciudad, con una superficie de 200.00 m2, a efecto de enajenarlo a título a oneroso, a favor del señor Hugo Vicente Gómez Martínez, para destinarlo como parte de su casa habitación.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 24 de Agosto del año 2004, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Torreón, Coahuila, para que se autorice al Ayuntamiento de ese Municipio, a desincorporar del régimen de dominio público municipal, un predio ubicado en la Colonia Lázaro Cárdenas de esta ciudad, con una superficie de 200.00 m2, a efecto de enajenarlo a título a oneroso, a favor del señor Hugo Vicente Gómez Martínez, para destinarlo como parte de su casa habitación.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente, se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual con fecha 24 de junio del año 2004, se aprobó por mayoría de los miembros integrantes del cabildo la desincorporación del régimen de dominio público municipal, un predio ubicado en la Colonia Lázaro Cárdenas de esta ciudad, con una superficie de 200.00 m2, a efecto de enajenarlo a título a oneroso, a favor del señor Hugo Vicente Gómez Martínez, para destinarlo como parte de su casa habitación.

La propiedad municipal se encuentra inscrita a favor del municipio de Torreón, bajo la partida 4217, Folio 13, Libro 17, Sección I de fecha 16 de mayo de 1986, en el Registro Público de la Propiedad.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Torreón ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Torreón, Coahuila, a desincorporar del régimen de dominio público municipal, un predio ubicado en la Colonia Lázaro Cárdenas de esta ciudad, con una superficie de 200.00 m2, a efecto de enajenarlo a título a oneroso, a favor del señor Hugo Vicente Gómez Martínez, para destinarlo como parte de su casa habitación.

La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Noreste:
Mide 10.00 metros y colinda con calle Artículo 123.

Al Suroeste:
Mide 10.00 metros y colinda con Lote 11 de la misma manzana.

Al Sureste:
Mide 20.00 metros y colinda con Lote 2 de la misma manzana.

Al Noroeste:
Mide 20.00 metros y colinda con la Calle 21 de Mayo.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras  Negras, Coahuila, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para la desincorporación de 4 áreas de terreno municipal, y permutarlas por un inmueble de propiedad particular en el que se localizaban las antiguas instalaciones de la compañía Empacadora y Refrigeradora de Coahuila; señalándose que lo anterior es para el efecto de cumplir con lo que se dispone en los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el 13 de Julio del año 2004, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para la desincorporación de 4 áreas de terreno municipal, y permutarlas por un inmueble de propiedad particular en el que se localizaban las antiguas instalaciones de la compañía Empacadora y Refrigeradora de Coahuila; señalándose que lo anterior es para el efecto de cumplir con lo que se dispone en los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado. 

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que ....tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

TERCERO. Que, así mismo, en cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 273 del Código Financiero para los municipios, el Ayuntamiento de Piedras Negras, envía copia certificada del acuerdo, que consta en el acta de la sesión de cabildo de fecha 30 de junio del año 2004, y conforme al cual por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó autorizar la desincorporación de 4 áreas de terreno municipal, y permutarlas por un inmueble de propiedad particular en el que se localizaban las antiguas instalaciones de la compañía Empacadora y Refrigeradora de Coahuila; señalándose que lo anterior es para el efecto de cumplir con lo que se dispone en los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, para la desincorporación de 4 áreas de terreno municipal, y permutarlas por un inmueble de propiedad particular en el que se localizaban las antiguas instalaciones de la compañía Empacadora y Refrigeradora de Coahuila; señalándose que lo anterior es para el efecto de cumplir con lo que se dispone en los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, con las siguientes ubicaciones:

ÁREA 1: Área municipal 9,148.35 metros cuadrados que corresponden a la Manzana 57 del Fraccionamiento Ampliación año 2000 entre las calles Banyan, Olmo, Capulin y Ombu.

ÁREA 2: Área municipal 4,500.00 metros cuadrados que corresponden al Fraccionamiento año 2000 en las calles de Tule, Framboyab y Ahuehuete.

ÁREA 3: Corresponden a área municipal 3,137.40 metros cuadrados localizada en la Manzana 59 del Fraccionamiento Ampliación año 2000 entre las calles Acerolo, Olmo, Yulan y Juan de la Barrera.

ÁREA 4: Corresponden a 20,042.25 metros cuadrados área municipal en Manzana 96 del Fraccionamiento Acoros entre las calles Copey y Vidalba.

El terreno propiedad de la Compañía Empacadora y Refrigeradora de Coahuila, será utilizado para la construcción de una Plaza denominada de Las Tres Culturas.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
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Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la señora Francisca Reyna viuda de Villarreal.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 24 de Agosto del 2004, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor de la señora  Francisca Reyna viuda de Villarreal.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por la Diputación Permanente dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO.- El Ejecutivo del Estado plantea ante esta Legislatura una sentida situación: Mujeres de edad avanzada y hoy viudas de trabajadores que prestaron por largo tiempo sus servicios al Gobierno del Estado y, que por tal motivo, les fue otorgada una pensión en mérito a dichos servicios, al paso del tiempo han quedado en desamparo al cancelarse el otorgamiento de esa pensión.

SEGUNDO.- Efectivamente, las disposiciones legales señalan que las viudas de quienes laboraron para el Gobierno del Estado, disfrutarán de una pensión por el plazo de quince años.

TERCERO.- No obstante, en algunos casos, por diversas circunstancias, no fue posible para ellas obtener algún otro ingreso o, habiendo afrontado gastos como la educación de sus hijos, hoy siendo ya personas adultas mayores, no pueden desempeñar algún oficio que les ofrezca una seguridad económica, siendo su único apoyo aquel que sus propios hijos pueden ofrecerles en la medida de sus posibilidades. 

CUARTO.- En tal contexto, difícilmente podrán ellas aspirar a vivir en plenitud su vejez, por lo que, siendo compromiso prioritario de la Administración Pública que encabezo ofrecer condiciones que tiendan a elevar la calidad de vida de quienes son adultos mayores, el Ejecutivo Estatal encuentra justificado proponer a esta Legislatura se otorgue un pensión vitalicia a la señora Francisca Reyna viuda de Villarreal.

CUARTO. Que en virtud de lo anterior, y considerando el desempeño del señor Pablo Lozano Cruz, el Ejecutivo Estatal encuentra justificado proponer a esta Legislatura se autorice el otorgamiento de una pensión vitalicia, en mérito a los servicios por él prestados al Gobierno del Estado, por lo que nos permitimos someter para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que otorgue una pensión vitalicia a la Señora Francisca Reyna viuda de Villarreal, por la cantidad de $1,500.00 (Mil Quinientos Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje  de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio dl Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto, será pagada a la Señora Francisca Reyna viuda de Villarreal, por la Secretaría de Finanzas del Estado, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del gobierno del Estado.

SEGUNDO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto quedará automáticamente cancelada al fallecimiento de la titular de la misma. 

TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo que antecede, la Secretaría de finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que la beneficiaria de la pensión que se otorga en este decreto, no haya fallecido. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, en relación al escrito del Sr. Jesús González Mata, mediante el cual solicita la incoación de un Juicio Político en contra del C. Licenciado Heriberto Muñoz Núñez, Juez Civil del Distrito Judicial de San Pedro, a efecto de que se le destituya del cargo y se le inhabilite como servidor público. 

RESULTADNDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso con fecha 15 de junio del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión el escrito del C. Jesús González Mata, mediante el cual solicita la incoación de un Juicio Político y sentencia de destitución e inhabilitación como servidor público en contra del C. Lic. Heriberto Muñoz Núñez, Juez en Materia Civil del Distrito Judicial de San Pedro.

SEGUNDO. En su escrito de fecha 21 de junio de 2004, el denunciante Sr. Jesús González Mata, solicitó el inicio de Juicio Político y sentencia de destitución e inhabilitación para desempeñar cargo  como servidor público en contra del C. Lic. Heriberto Muñoz Núñez, Juez Civil del Distrito Judicial de San Pedro, con residencia en la ciudad del mismo nombre, fundándose en que el aludido funcionario judicial violó en su perjuicio el artículo 141 de la Constitución Política del Estado, dado que no es un juez responsable ni sometido al imperio de la ley; así como los artículos 4 y 93 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en cuanto no ajustó sus resoluciones a la ley y pese a la protesta rendida, ha incumplido su obligación de guardar la ley; además de inobservar lo dispuesto en los artículos 19 fracción I y VIII del Código Procesal Civil y 232 del Código Penal en cuanto que la sentencia dictada en su contra viola preceptos terminantes de la ley y jurisprudencia obligatoria directa y claramente aplicable.

Manifiesta el denunciante que en el Juzgado Civil de San Pedro, Coahuila se instauró en su contra el Juicio Sumario Civil de Alimentos número 159/994, en cuyo procedimiento se decretó como pensión alimenticia provisional el 60% de su sueldo y demás percepciones que recibe como Regidor del R. Ayuntamiento de San Pedro, Coahuila.

Añade el denunciante que por disposiciones legales y prácticas presupuestales, el salario de un Regidor en el Municipio de San Pedro, está distribuido y aplicado de la manera siguiente:

PERCEPCIONES
IMPORTE

NOMBRE

1101 Gastos de Representación
$ 1,866.20

1102  Sueldo
   4, 895.92

1103  Gastos de Oficio
   3, 633.85

TOTAL DE PERCEPCIONES
$10,395.97 

DEDUCCIONES 

Impuestos
$  1,413.83

Cuota ISSSTE
       171.36

TOTAL DE DEDUCCIONES
    1, 585.19

PERCEPCIÓN NETA
$  8, 810.78

El sueldo es la suma de quince días de la cuota diaria entregada al trabajador por el trabajo desempeñado; los gastos de oficio son las erogaciones propias para el buen cumplimiento de las comisiones asignadas a los regidores y los gastos de representación son erogaciones especiales para la representación digna del cargo.

Considera el denunciante que de las percepciones señaladas, sólo el sueldo es enteramente propio del trabajador y las otras dos pertenecen al cargo y por ello no debieron haber sido gravadas, ni tampoco el R. Ayuntamiento condenado al doble pago por haber desobedecido la orden judicial de descuento de todas las percepciones, ya que legalmente no podía descontar cantidad alguna por los otros dos conceptos, toda vez  que la fracción XIII del artículo 294 del Código Municipal  establece como obligaciones de las Entidades Públicas Municipales, hacer las deducciones en los sueldos siempre que se ajusten a  los términos del artículo 286 del código en consulta.

Finalmente, concluye el denunciante, que el C. Juez al decretar el descuento sobre la totalidad de las percepciones, se desentendió de la ley  y de la jurisprudencia que excluye los viáticos y gastos de representación del calculo para el pago de la pensión alimenticia, por cuya razón  demanda la incoación de un juicio político en su contra a efecto de que sea destituido del cargo y se le inhabilite para desempeñar otro como servidor público.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, inciso 1 de la Ley Orgánica del Congreso del estado.

SEGUNDO.  Por lo que a la exigencia de responsabilidad mediante la incoación de un juicio político en contra del C Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de San Pedro, con residencia en la ciudad del mismo nombre, la doctrina y la ley misma han establecido  cuatro clases, que son: política, penal, administrativa y civil.

La responsabilidad política se produce por todas aquellas conductas de los servidores públicos que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

Se incurre en responsabilidad penal cuando el servidor público, en el ejercicio de su encargo, realiza una conducta tipificada por la ley como delito.

Existe responsabilidad administrativa, cuando el servidor público, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, con su conducta contraviene las obligaciones contenidas en la ley que ha conculcado y que atentan en contra de la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo.

La legalidad es un principio “ intuitu actu ” y el principio de responsabilidad lo es “ intuitu personae”. El primero somete al órgano del Estado en sí mismo como ente despersonalizado; y el segundo, al individuo que lo personifica o encarna.

Finalmente, desde un punto de vista de la responsabilidad civil, el Estado y los municipios tienen la obligación de responder  por sus trabajadores, empleados o funcionarios, en el ejercicio de las actividades o labores que les estén encomendadas.

Ahora bien,  por juicio político debe entenderse todo aquel procedimiento materialmente jurisdiccional de carácter político, instaurado por el Congreso en contra de algún servidor público de los mencionados en el artículo 6° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, por la omisión o comisión de conductas  que  redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

Igualmente, el Congreso del Estado es competente para resolver sobre la “ Declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal ” para efecto de separar a determinados servidores públicos de su cargo, quienes quedarán a disposición de la autoridad competente, para que proceda conforme a la legislación de la materia.

La responsabilidad administrativa es aquella en la que incurren los servidores públicos  cuando en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, su conducta contravenga las obligaciones que de manera genérica le impone el artículo 52 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila y de las específicas que para cada caso establecen las leyes en particular, sobre todo las que tienen un contenido administrativo y regulan la función del Poder Ejecutivo, y el procedimiento correspondiente lo desarrollará la Contraloría Estatal, o los Órganos de Control Municipal o de los Poderes Legislativo y Judicial.

Finalmente, la responsabilidad civil se producirá  por los daños y perjuicios que ocasionen los servidores públicos,  empleados, trabajadores o funcionarios en el ejercicio de las labores o actividades que les estén encomendadas, y se hará valer antes las autoridades judiciales competentes.

Establecido lo anterior, esta Comisión se avoca en los términos del artículo 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila,  al análisis de los hechos aducidos por el denunciante en contra del C. Licenciado Heriberto Muñoz Núñez, Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de San Pedro, con residencia en la ciudad del mismo nombre, a fin de determinar, conforme a la disposición en cita, si el demandado está incluido entre los servidores públicos a que se refiere el artículo 6°  de la multicitada ley; si su conducta se encuentra comprendida dentro de los supuestos enumerados en el artículo 8° de la misma; si la denuncia resulta procedente y por lo tanto, si amerita la incoación del procedimiento.

Así las cosas, conforme al artículo 6° de la Ley de Responsabilidad de Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, son sujetos de juicio político, entre otros servidores públicos, los Jueces de Primera Instancia, establece literalmente la norma:  

“ ARTICULO 6o.- Son sujetos de juicio político: los Diputados del Congreso del Estado; el Gobernador del Estado; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia; los subsecretarios; los subprocuradores de justicia; los directores generales y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; los Magistrados del Tribunal Electoral; los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito; los Jueces de Primera Instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del estado; los integrantes de los Concejos Municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales y los consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila.”

Precisado lo anterior, es el caso de examinar la actuación del servidor público antes mencionado.

Estima el denunciante que la responsabilidad del C. Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de San Pedro, con residencia en la ciudad del mismo nombre, por la que se solicita en su contra la incoación de un juicio político, deviene de haber decretado una pensión alimenticia provisional del 60 % de su sueldo y demás prestaciones que percibe como Regidor del Municipio de San Pedro, Coahuila, y después haberlo sentenciado al pago de una pensión alimenticia definitiva de un 40 % de su sueldo y demás percepciones, lo cual resulta indebido, pues  ni los gastos de oficio ni los de representación que percibe son susceptibles de computarse para efectos del cálculo de la pensión alimenticia, por existir jurisprudencia al respecto y prohibirlo el Código Municipal en su artículo 294, fracción XIII. 

Precisada la conducta que el denunciante atribuye  al C. Juez Civil del Distrito Judicial de San Pedro, en contra de quien solicita la  incoación de un juicio político, el artículo 7° de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que este procede cuando los actos u omisiones de los servidores públicos que pueden ser sujetos a él, redunden en perjuicio de los interese públicos fundamentales o de su buen despacho, lo que según el artículo 8° de la ley en consulta acontece en los supuestos siguientes:

“I.- El ataque a las instituciones democráticas;

II.- El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo y popular; así como a los niveles de gobierno federal, estatal y municipal;

III.- Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales;

IV.- El ataque a la libertad de sufragio;

V.- La usurpación de atribuciones;

VI.- Cualquier infracción a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a la Constitución Política del Estado, a las leyes federales estatales que de ellas emanen, cuando cause perjuicios graves a la Federación, al Estado, a uno o varios Municipios del Estado, a la sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones; 

VII.- Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción anterior;

VIII.- Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y presupuestos de la Administración Pública Estatal o de los Municipios; a las leyes y demás ordenamientos que determinen el manejo de los recursos económicos estatales y municipales, y a los convenios y acuerdos de coordinación que para la transferencia de dichos recursos se celebren.”

Ahora bien, como fácilmente puede verse, la conducta atribuida al C. Juez de Primera Instancia en Materia Civil, con residencia en la Ciudad de San Pedro, Coahuila, no queda circunscrita dentro de los supuestos del artículo 8° de la precitada ley para considerarla atentatoria a los intereses públicos fundamentales o a su buen despacho, pues las cuestiones atinentes al pago de una pensión alimenticia, solo afectan los intereses de quien tiene que pagar esta y de  quienes la reciben, supuestos ambos de derecho privado regulado por el Código Civil y sujetos a su normatividad.

Por lo demás, no pasa desapercibido para esta Comisión, que lo que el denunciante considera jurisprudencia de los Tribunales Federales no lo es; ya que la que invoca son tesis aisladas, que si bien sientan un precedente sumamente respetable, conforme a la Ley de Amparo no resultan obligatorias para los órganos del Poder Judicial.

Tampoco es óbice a lo expuesto el contenido de la fracción XIII del artículo 294 del Código Municipal, pues dicho precepto establece como obligación de las entidades públicas municipales hacer las deducciones en los sueldos siempre que se ajusten a los términos del artículo 286 del código en cita; y, esta disposición autoriza en la fracción III a la autoridad judicial competente, que en el caso lo es el Juez denunciado, para ordenar descuentos a fin de cubrir el pago de alimentos exigidos al trabajador, en este caso, el ahora denunciante, descuentos que bien pueden exceder el 30% del salario total, esto es, de todas las percepciones, pues la ley de Coahuila no hace distingos entre lo que se percibe como sueldo y lo que se recibe por concepto de gastos de representación y gastos de oficio;  amen de que, el limite antes mencionado se refiere a la fracción V del precepto en cita, y no a la fracción III del mismo, que comprende el supuesto del pago de pensión alimenticia.

Tampoco obsta que el C. Juez denunciado haya condenado al doble pago al R. Ayuntamiento de San Pedro de las Colonias, Coahuila, pues al decretar la pensión alimenticia del 60%  en contra del ahora denunciante, apercibió al R. Ayuntamiento de dicho municipio de doble pago en caso de desobediencia; y, si como el propio denunciante lo reconoce, se actualizó ese supuesto, lo  único que se hizo fue hacer efectivo dicho apercibimiento, sin que tampoco trascienda el hecho de que el multicitado Ayuntamiento haya llegado a un convenio con la actora para el pago a que fue condenado. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, con fundamento en el artículo 14 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, esta Comisión de  Gobernación y Puntos Constitucionales, estima que la conducta del demandado Lic. Heriberto Muñoz Núñez, Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de San Pedro, con residencia en la ciudad del mismo nombre, no está comprendida dentro de los supuestos a que se refiere el artículo 8° de la ley antes mencionada y por lo mismo la denuncia no es procedente ni amerita la incoación de un juicio político.

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión somete a la consideración de esta Legislatura para su estudio, discusión y aprobación en su caso, el siguiente

DICTAMEN

PRIMERO. Esta Comisión estima improcedente incoar juicio político al C. Lic. Heriberto Muñoz Núñez, Juez de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de San Pedro, con residencia en la ciudad del mismo nombre.

SEGUNDO. Comuníquese este dictamen en forma oficial al Sr. Jesús González Mata, en el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones  ubicado en Calle Bravo número 473 altos, zona centro de esta Ciudad de Saltillo, Coahuila.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila., a  Agosto 2 de 2004
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